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1. ANTECEDENTES  

Históricamente, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE) ha desempeñado un papel preponderante en la configuración de 
estándares fiscales internacionales, particularmente a través del desarrollo de su 
Modelo de Convenio Tributario sobre la Renta y sobre el Patrimonio. El Modelo 
de la OCDE ha promovido una estructura coherente para definir conceptos clave 
como residencia fiscal, establecimiento permanente, métodos para eliminar la 
doble imposición, e intercambio de información entre administraciones 
tributarias. Asimismo, ha servido como instrumento de coordinación 
internacional, especialmente entre economías desarrolladas, muchas de ellas 
miembros de la propia OCDE. 

En la última década, el papel de la OCDE se ha reforzado y adaptado ante los 
nuevos desafíos de la economía global, especialmente con la creciente 
digitalización y la movilidad del capital y las personas. En este contexto, la OCDE 
ha promovido dos iniciativas clave que han ampliado su influencia más allá de 
sus países miembros y han fortalecido el carácter multilateral de la cooperación 
fiscal internacional: el Marco Inclusivo sobre BEPS y el Foro Global sobre 
Transparencia e Intercambio de Información con Fines Fiscales. 
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El Marco Inclusivo sobre BEPS (Base Erosion and Profit Shifting), lanzado en 
2016, ha permitido a más de 140 jurisdicciones trabajar para implementar las 
acciones del plan BEPS, dirigido a combatir la elusión fiscal por parte de 
empresas multinacionales. Este foro no solo ha sido crucial para revisar y 
modernizar las normas fiscales internacionales, sino que también permitía 
integrar a países en desarrollo en el proceso de elaboración de reglas, algo que 
había sido tradicionalmente liderado por economías avanzadas. El Marco 
Inclusivo ha sido esencial asimismo en la negociación sobre la solución de dos 
pilares para abordar los desafíos fiscales derivados de la globalización y la 
digitalización de la economía. 

Por su parte, el Foro Global sobre Transparencia e Intercambio de Información 
con Fines Fiscales, también auspiciado por la OCDE, ha sido determinante en el 
avance hacia una mayor transparencia fiscal. Con más de 165 jurisdicciones 
miembros, este foro ha promovido estándares internacionales para el 
intercambio de información a requerimiento y el intercambio automático de 
información financiera. Estos avances han transformado la arquitectura global 
contra la evasión fiscal, dificultando el uso de cuentas en el extranjero no 
declaradas y promoviendo la cooperación entre administraciones tributarias. 

Sin embargo, las críticas por parte de los países en vías de desarrollo a la OCDE 
por la falta de inclusividad en el enfoque de sus negociaciones, y la demanda 
persistente de estos países para contar con un espacio intergubernamental, con 
participación igualitaria, para discutir y decidir sobre normas fiscales 
internacionales, han llevado a plantear la posible intervención más activa de 
Naciones Unidas en este terreno. La OCDE, aunque ha abierto espacios como 
el Marco Inclusivo, no deja de ser una organización intergubernamental con 
membresía limitada.  

La Organización de Naciones Unidas (en adelante ONU) ha intensificado así su 
papel en el ámbito de la fiscalidad internacional, impulsada además de por las 
críticas a la OCDE, también por la necesidad de fortalecer la cooperación fiscal 
global y movilizar recursos suficientes para el desarrollo sostenible. 

En este contexto, es necesario hacer referencia a la Tercera Conferencia 
Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo de Addis Abeba (2015). En 
esta conferencia Internacional, los Estados Miembros reconocieron que los 
sistemas fiscales nacionales sólidos, eficientes y transparentes son esenciales 
para el desarrollo sostenible. Addis Abeba marcaba así el punto de partida hacia 
una mayor implicación de la ONU en los temas fiscales internacionales, al 
destacar la necesidad de cooperación internacional para combatir la evasión y la 
elusión fiscal, y mejorar la movilización de recursos domésticos, especialmente 
en los países en vías de desarrollo.  

Addis Abeba representó un punto de inflexión en la arquitectura internacional de 
financiación para el desarrollo sostenible al adoptarse, por consenso de los 
Estados Miembros, la Agenda de Acción de Addis Abeba, un marco integral que 
complementa la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, proporcionando una 
hoja de ruta para movilizar recursos y crear un entorno propicio para el 
desarrollo. 

Uno de los pilares fundamentales de la Agenda fue el reconocimiento explícito 
del papel central que desempeñan los sistemas fiscales en la financiación del 
desarrollo. En ella, los Estados se comprometieron a: 
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• Fortalecer la movilización de recursos domésticos, con énfasis en mejorar la 
administración tributaria, ampliar las bases imponibles y reducir la dependencia 
de ingresos volátiles como los procedentes de materias primas. 

• Combatir la evasión y la elusión fiscal, reconociendo su impacto 
desproporcionado en los países en desarrollo y su papel en la pérdida de 
ingresos esenciales para financiar servicios públicos. 

• Promover la cooperación internacional en materia fiscal, incluyendo la 
necesidad de asegurar la participación efectiva de todos los países, 
especialmente los países en desarrollo, en los procesos normativos 
internacionales. 

• Apoyar la transparencia fiscal y el intercambio de información, como 
elementos clave para combatir la opacidad financiera, el fraude y la corrupción. 

La Agenda también subrayó la importancia de reforzar los mecanismos 
multilaterales existentes —como el Comité de Expertos en Cooperación 
Internacional en Cuestiones de Tributación de la ONU— y planteó la posibilidad 
de su evolución hacia una instancia intergubernamental más robusta y 
representativa. 

Además, Addis Abeba puso de relieve la necesidad de alinear los sistemas 
fiscales con los Objetivos de Desarrollo Sostenible (en adelante ODS). Esto 
incluye considerar incentivos fiscales para fomentar inversiones sostenibles, 
políticas tributarias más progresivas y enfoques que integren la justicia social y 
la sostenibilidad ambiental. 

En resumen, la Agenda de Acción de Addis Abeba no solo reconoció la fiscalidad 
como un componente técnico, sino que la elevó al nivel de herramienta 
estratégica para el desarrollo sostenible, legitimando y abriendo el camino para 
el papel más proactivo de las Naciones Unidas en esta materia. 

Sin embargo, a pesar de los avances en cooperación internacional desde Addis 
Abeba, la gobernanza fiscal global sigue enfrentando numerosos desafíos 
estructurales, técnicos y políticos. Los países en vías de desarrollo han puesto 
de manifiesto en los distintos foros de financiación al desarrollo, que estos 
obstáculos dificultan la creación de un sistema tributario internacional justo, 
eficaz e inclusivo, especialmente para los países que requieren mayores 
recursos para financiar los ODS. Los obstáculos que estos países han puesto de 
manifiesto han sido así, los siguientes:  

1. Fragmentación del sistema fiscal internacional 

Se ha señalado que la arquitectura fiscal internacional carece de una gobernanza 
verdaderamente global e inclusiva. Actualmente, las decisiones sobre normas 
tributarias internacionales se toman en foros con representación limitada, como 
el G20 o la OCDE, donde muchos países en desarrollo no tienen voz real ni 
poder de negociación efectivo. Esta fragmentación da lugar a un sistema 
asimétrico, que puede no reflejar adecuadamente las prioridades de equidad y 
desarrollo. 

2.  Erosión de bases imponibles y traslado de beneficios (BEPS) 

Las estrategias de planificación fiscal agresiva por parte de grandes empresas 
multinacionales siguen socavando los ingresos públicos, especialmente en 
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países con menor capacidad administrativa. La movilidad del capital, la 
digitalización y la proliferación de mecanismos para desplazar beneficios a 
jurisdicciones de baja o nula tributación siguen debilitando las bases fiscales 
nacionales, a pesar de los esfuerzos multilaterales iniciados en el marco del 
Proyecto BEPS. 

3.  Tributación de la economía digital 

El modelo fiscal internacional tradicional, basado en la presencia física, se ha 
vuelto obsoleto frente a modelos de negocio digitales que generan valor en 
múltiples jurisdicciones sin establecer presencia física. Esto ha generado 
disputas sobre los derechos de imposición entre países de origen y países de 
mercado, creando tensiones fiscales internacionales y riesgos de doble 
imposición (o de no imposición). 

4.  Competencia fiscal a la baja (“race to the bottom”) 

La continua reducción de tipos impositivos corporativos para atraer inversiones 
ha incentivado una competencia fiscal nociva. Esta competencia fiscal a la baja 
ha erosionado los ingresos fiscales, dificultando la sostenibilidad de los sistemas 
tributarios nacionales, y exacerbando las desigualdades. 

5.  Falta de transparencia y cooperación efectiva 

Si bien se han dado pasos importantes en materia de intercambio automático de 
información, se ha señalado que muchos países aún enfrentan barreras 
técnicas, jurídicas y políticas para beneficiarse plenamente de estos 
mecanismos. Además, las estructuras opacas y el uso de paraísos fiscales 
dificultan la trazabilidad de los flujos financieros ilícitos. 

6.  Desigualdad en capacidades administrativas 

Las brechas en capacidad institucional y administrativa entre países 
desarrollados y en desarrollo impiden que estos últimos implementen o negocien 
en igualdad de condiciones. Esto incluye la falta de recursos humanos 
especializados, infraestructura tecnológica y acceso a datos fiscales relevantes. 

Se ha puesto de manifiesto así que estos desafíos refuerzan la necesidad de 
avanzar hacia una gobernanza fiscal internacional que resulte capaz de 
responder a los retos de un mundo globalizado y digital. En este sentido, el 
proceso iniciado por la ONU representa una oportunidad histórica para reformar 
el sistema y situar el desarrollo sostenible en el centro de las decisiones fiscales 
globales. 

Una vez determinado el contexto, podemos destacar los siguientes hitos que han 
tenido lugar dentro de los antecedentes del proceso de negociación que la ONU 
está impulsando para hacer frente a los desafíos citados.  

1.1. RESOLUCIÓN 77/244 DE LA ASAMBLEA GENERAL DE 30 DE 
DICIEMBRE DE 2022: 

El 30 de diciembre de 2022, la Asamblea General de la Organización de 
Naciones Unidas adoptó formalmente por consenso la Resolución 77/244 
“Promoción en las Naciones Unidas de la cooperación internacional inclusiva y 
eficaz en cuestiones de tributación”. El mandato de la citada resolución incluía la 
solicitud al Secretario General de la Organización de Naciones Unidas de 
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preparar un informe para su discusión en su 78º período de sesiones de la 
Asamblea General en septiembre de 2023.  

Esta resolución supuso un hito significativo, al decidir comenzar debates 
intergubernamentales en la sede de la ONU sobre maneras de fortalecer la 
inclusividad y la eficacia de la cooperación internacional en cuestiones de 
tributación evaluando opciones adicionales, incluido un posible marco o 
instrumento de cooperación internacional en cuestiones de tributación que se 
elaborara y acordara mediante un proceso intergubernamental de la ONU. Se 
fortalecía así el papel de esta organización en la gobernanza fiscal internacional.  

1.2. INFORME DEL SECRETARIO GENERAL “PROMOCIÓN DE UNA 
COOPERACIÓN FISCAL INTERNACIONAL INCLUSIVA Y EFICAZ”.  

El informe del Secretario General (A/78/235), publicado el 26 de julio de 2023, 
analizaba los instrumentos actuales de la cooperación fiscal internacional, 
identificaba tres opciones para hacer dicha cooperación completamente inclusiva 
y más efectiva y señalaba posibles pasos a seguir.  

Para llevar a cabo este análisis e identificación de propuestas define los 
conceptos de “inclusividad” y “efectividad” en la cooperación fiscal internacional, 
tanto desde el punto de vista de contenido como de procedimiento. A partir de 
esta definición y del análisis de cómo esta definición se cumple en cada uno de 
los instrumentos existentes, concluye que el reforzamiento del papel de la ONU 
en la formulación de normas y estándares fiscales es la senda más viable para 
conseguir una cooperación fiscal internacional completamente inclusiva y más 
efectiva. Y ofrece la consideración de tres opciones, a ser consideradas por los 
Estados Miembros y acordadas por los mismos en un procedimiento 
intergubernamental, a saber, i) una convención multilateral fiscal, ii) una 
convención marco en cooperación fiscal internacional y iii) un marco para la 
cooperación fiscal internacional. El informe explica cada una de estas opciones 
y sugiere los siguientes pasos a seguir para cada una de ellas. 

De las tres opciones que identificaba, dos eran vinculantes (convención 
multilateral fiscal y convención marco en cooperación fiscal internacional) y una 
no vinculante, consistente en una agenda de acciones coordinadas para la 
cooperación fiscal internacional. Las tres suponían, en todo caso, la constitución 
de un comité intergubernamental especial en el seno de la ONU.  

El informe comienza con una revisión histórica sobre los Convenios de Doble 
Imposición (CDI), instrumentos bilaterales que han sido la base de la 
cooperación fiscal internacional en el siglo XX. Aunque estos tratados se han 
utilizado globalmente, muchos países, especialmente en desarrollo, no los han 
negociado o solo lo han hecho con socios comerciales clave. 

Con la creciente globalización y digitalización de la economía, las reglas 
establecidas por estos CDI, señala el informe, han sido utilizadas por las 
multinacionales para erosionar las bases imponibles y trasladar beneficios a 
jurisdicciones de baja o nula tributación. Esto ha provocado la necesidad de 
reformar las normas tributarias internacionales. El acuerdo del Marco Inclusivo 
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de la OCDE y el G20 de octubre de 20211, basado en dos pilares, representa un 
intento de adaptación a esta nueva realidad. 

No obstante, el informe señala que el resultado de esta negociación no ha 
satisfecho a muchos países, que consideran que el reparto de los derechos de 
gravamen sigue siendo injusto, perjudicando a las jurisdicciones de mercado 
(donde se consumen los bienes o servicios). Por ello, se propone repensar la 
cooperación fiscal internacional en un marco más amplio que incluya el 
desarrollo sostenible, considerando dimensiones como desigualdad, género, 
salud y medio ambiente. 

En este contexto, se recuerda la Agenda de Acción de Addis Ababa sobre 
Financiación para el Desarrollo, que aboga por una cooperación fiscal 
internacional universal, inclusiva y adaptada a las necesidades y capacidades de 
todos los países.  

Lo que conviene destacar del informe del Secretario General, es que establece 
criterios clave, tanto de contenido como procedimentales, para definir qué 
significa una cooperación fiscal inclusiva y efectiva, a partir de los aportes de 
Estados y actores relevantes. 

Entre los criterios de contenido, se centra en que la cooperación fiscal debe 
permitir a los países ejercer su derecho a gravar, movilizar recursos para 
alcanzar los ODS y diseñar políticas fiscales coherentes con estos objetivos. Las 
reglas deben garantizar que los impuestos se paguen donde ocurre la actividad 
económica real, incluyendo una adecuada participación del país de mercado. 

Además, el sistema fiscal internacional debe ser simple, estable y fácil de 
administrar. Al mismo tiempo, debe ser flexible y resiliente ante los cambios en 
los modelos de negocio y la tecnología, garantizando así la equidad. 

Por lo que se refiere a los criterios procedimentales, el informe señala que la 
cooperación fiscal debe permitir una participación igualitaria en todos los niveles: 
desde la fijación de agendas hasta la implementación y resolución de disputas. 
Las normas deben ser creadas con la participación de todos los países en 
igualdad de condiciones y sin requisitos previos. Las decisiones deben requerir 
el consenso afirmativo de todos los miembros y los órganos de decisión deben 
ser negociados de forma transparente y equitativa. 

El informe pone de manifiesto que una verdadera cooperación inclusiva y 
efectiva debe respetar el espíritu de la Agenda de Addis Abeba: todos los países 
deben poder participar activamente en la elaboración de normas fiscales 
internacionales que les afectan. 

Además, el informe realiza una evaluación de la Inclusividad y Efectividad en la 
Cooperación Fiscal Internacional Actual según las distintas organizaciones que 
se han dedicado a ello.  

En relación con la ONU (193 Estados Miembros), el informe pone de manifiesto 
que ésta ejerce funciones de cooperación fiscal principalmente a través de la 
Asamblea General, el ECOSOC (Consejo Económico y Social), y el Comité de 
Expertos en Cooperación Internacional en materia fiscal (UNTC). 

 
1 Véase https://www.oecd.org/tax/beps/declaracion-sobre-el-enfoque-de-dos-pilares-paraabordar-
los-desafios-fiscales-derivados-de-la-digitalizacion-de-la-economia-octubre-2021.pdf. 
 

https://www.oecd.org/tax/beps/declaracion-sobre-el-enfoque-de-dos-pilares-paraabordar-los-desafios-fiscales-derivados-de-la-digitalizacion-de-la-economia-octubre-2021.pdf
https://www.oecd.org/tax/beps/declaracion-sobre-el-enfoque-de-dos-pilares-paraabordar-los-desafios-fiscales-derivados-de-la-digitalizacion-de-la-economia-octubre-2021.pdf
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La Agenda de Addis Abeba establece compromisos para reducir prácticas 
fiscales perjudiciales y fortalecer la función de los impuestos en la financiación al 
desarrollo. A través del Foro de Financiación para el Desarrollo, los Estados 
pueden revisar los avances y proponer recomendaciones. Sin embargo, este foro 
no formula normas fiscales. 

El UNTC sí se ocupa de desarrollar normas y guías fiscales, especialmente 
orientadas a las necesidades de los países en desarrollo. Desde 1967, se ha 
enfocado en equilibrar el derecho a gravar de los países de origen (criterio de la 
fuente) con el fomento de la inversión. Ha propuesto cláusulas que permiten 
gravar a proveedores de servicios remotos, respondiendo a los desafíos digitales 
actuales, y ha expandido su trabajo hacia áreas vinculadas al desarrollo 
sostenible. 

Desde el punto de vista del contenido, concluye el informe, el trabajo de la ONU 
en cooperación fiscal internacional puede considerarse inclusivo y efectivo. 
Añade que el Modelo de Convenio de la ONU, cada vez más utilizado, incorpora 
guías adaptadas a las distintas capacidades y necesidades de los países. Su 
Manual para la negociación de Convenios de Doble Imposición se actualiza 
constantemente. 

No obstante, añade el informe, el UNTC no cumple plenamente con los criterios 
procedimentales. Sus miembros no representan a sus Estados, sino que actúan 
a título personal, y aunque se busca una composición geográfica equilibrada, la 
participación directa de todos los Estados en las decisiones está limitada. Esto 
significa que no se cumple el principio de participación universal sin condiciones 
previas. 

La elaboración de la agenda del comité es abierta, y las decisiones se toman por 
consenso, con procesos transparentes definidos por el ECOSOC. Aunque el 
UNTC tiene prácticas que fomentan la inclusión, su naturaleza técnica y limitada 
en representación formal impide que sea considerado como un órgano 
plenamente inclusivo procedimentalmente. 

En cuanto a los mecanismos de resolución de disputas, la simplicidad de las 
reglas del Modelo ONU (por ejemplo, la tributación en origen) reduce la 
necesidad de arbitraje. Aunque el Modelo incluye una cláusula opcional de 
arbitraje vinculante, pocos países la han incorporado. 

En conclusión, el informe del Secretario General destaca que, si bien la ONU ha 
avanzado en construir un marco fiscal más equitativo y sensible a las 
necesidades de los países en desarrollo, persisten desafíos importantes en 
términos de inclusión procedimental. La evolución hacia un sistema fiscal 
internacional más justo y sostenible requeriría ampliar la participación efectiva 
de todos los países en la formulación de normas, garantizando una cooperación 
verdaderamente inclusiva y efectiva, en línea con los principios de la Agenda de 
Addis Abeba. 

En cuanto a la OCDE, con 38 miembros, el informe parte de que el citado 
organismo fija estándares fiscales a través de su Comité de Asuntos Fiscales 
(CFA). Aunque el Marco Inclusivo de BEPS (IF) incluye a 143 países, muchos de 
ellos en desarrollo, la OCDE sigue siendo el principal motor normativo. Las guías 
producidas son altamente técnicas, pero su complejidad y los elevados requisitos 
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de implementación las hacen poco adecuadas para muchos países en 
desarrollo. 

Así, el Pilar 1 ha generado críticas porque la “Cantidad A” que se asigna a las 
jurisdicciones de mercado es reducida, compleja de aplicar, y requiere renuncias 
significativas como la eliminación de impuestos digitales propios. Por otra parte, 
la “Cantidad B” busca simplificar precios de transferencia, pero aún no hay 
acuerdo definitivo sobre su alcance. 

Por otra parte, el Pilar 2, el impuesto mínimo global, ha generado preocupación 
sobre la soberanía fiscal y la capacidad de atraer inversión. 

El Foro Global, por otra parte, ha mejorado la transparencia y el intercambio de 
información, pero se ha criticado que sus reglas no se ajustan a las realidades 
de muchos países en desarrollo. 

El informe concluye finalmente que, aunque la OCDE ha hecho esfuerzos por 
incluir a países no miembros en la discusión sobre cooperación fiscal 
internacional, persisten limitaciones estructurales en su sistema de gobernanza, 
que impiden una participación igualitaria. Esto reduce la efectividad y adecuación 
de las normas resultantes para los países en desarrollo. 

Por su parte, el trabajo de la ONU, aunque procedimentalmente limitado por la 
estructura del UNTC, ofrece guías mejor adaptadas a distintas realidades 
fiscales. Sin embargo, carece de la legitimidad legal que un proceso plenamente 
intergubernamental proporcionaría. 

En este contexto, el informe propone por ello fortalecer el papel de la ONU en la 
fijación de normas fiscales internacionales como vía para lograr una cooperación 
fiscal más inclusiva y efectiva. La ONU cuenta, insiste el informe, con experiencia 
en la gestión de tratados multilaterales y podría corregir las debilidades actuales 
mediante un proceso intergubernamental que garantice participación universal, 
equidad y legitimidad. 

1.2. RESOLUCIÓN 78/230 DE LA ASAMBLEA GENERAL DE 22 DE 
DICIEMBRE DE 2023“PROMOCIÓN EN LAS NACIONES UNIDAS DE LA 
COOPERACIÓN INTERNACIONAL INCLUSIVA Y EFICAZ EN 
CUESTIONES DE TRIBUTACIÓN”.  

En fecha 9 de octubre de 2023, Nigeria, en nombre de los Estados Miembros de 
las Naciones Unidas que forman parte del Grupo Africano, había presentado una 
propuesta de Resolución de la Asamblea General para la Promoción de una 
Cooperación Fiscal Internacional Inclusiva y Efectiva en Naciones Unidas, en 
relación con el Informe del Secretario General de 26 de julio de 2023. En la 
misma, se proponía la constitución de un comité fiscal intergubernamental 
especial y de carácter abierto con el propósito de elaborar una convención 
exhaustiva. Sin embargo, después de una negociación entre los Estados 
miembros, la opción determinada por votación en la Resolución 78/230 de la 
Asamblea General fue la de elaborar una convención marco de cooperación 
fiscal internacional, asimismo previsto en el Informe del Secretario General como 
instrumento vinculante (Opción 2).  

Se corrobora la constitución de un comité fiscal intergubernamental especial (en 
adelante Comité), en el seno del cual se constituye una mesa o bureau 
compuesto por 20 miembros, 4 de cada grupo regional geográfico, requiriéndose 
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al Comité que redactara los Términos de Referencia de la convención marco 
durante 2024. En la citada Resolución se ordenaba asimismo al Comité que 
considerara la posibilidad de desarrollar simultáneamente (a la vez que se 
elaboraba la convención marco) protocolos tempranos sobre cuestiones 
prioritarias específicas como las medidas contra los flujos financieros ilícitos 
relacionados con los impuestos y la tributación de los ingresos derivados de la 
prestación de servicios transfronterizos en una economía cada vez más 
digitalizada y globalizada.  

El 22 de diciembre de 2023, la Asamblea General aprobaba la citada Resolución 
78/230. En la misma, se reafirmaba su Resolución 69/313, de 27 de julio de 2015, 
relativa a la Agenda de Acción de Addis Abeba de la Tercera Conferencia 
Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo, a la que hemos hecho 
referencia al inicio de este tema, “en la que los Estados Miembros se 
comprometieron a ampliar la cooperación internacional en cuestiones de 
tributación, alentaron a los países a que, de conformidad con su capacidad y 
circunstancias nacionales, trabajaran de consuno para fortalecer la 
transparencia y adoptar políticas apropiadas, como que las empresas 
multinacionales presentaran informes a las autoridades fiscales de cada uno de 
los países en que actuaran, que las autoridades competentes tuvieran acceso a 
la información sobre los beneficiarios finales de las empresas y que se avanzara 
progresivamente hacia el intercambio automático de información fiscal entre las 
autoridades fiscales, según procediera, prestando asistencia a los países en 
desarrollo, especialmente a los menos adelantados, según fuera necesario, y 
destacaron que las actividades de cooperación internacional en cuestiones de 
tributación debían tener un enfoque y un alcance universales y debían tomar 
plenamente en cuenta las distintas necesidades y capacidad de los países, en 
particular de los países en situaciones especiales”.  

Por primera vez, se abría así, un proceso formal para construir una arquitectura 
fiscal bajo el auspicio de la ONU.  

En sesión de 20 a 22 de febrero de 2024, quedó formalmente constituido el 
Comité cuyo mandato era elaborar en 2024 los Términos de Referencia de la 
citada convención marco.  

Como se ha señalado, en el seno del Comité se constituía una mesa o bureau 
con 20 miembros, 4 de cada grupo regional de Naciones Unidas, formando parte 
del mismo España, como miembro de uno de los grupos geográficos en que se 
agrupan los Estados Miembros en la ONU (Estados de Europa Occidental y otros 
Estados o WEOG por sus siglas en inglés). Los otros representantes del WEOG 
eran Italia, Alemania y Noruega. 
 
2. RESOLUCIÓN DE LA ASAMBLEA GENERAL DE NACIONES UNIDAS 

79/235 DE 24 DE DICIEMBRE DE 2024  

En octubre de 2024, de nuevo Nigeria, en representación del Grupo Africano, 
presentaba una propuesta de una nueva Resolución de la Asamblea General 
para la Promoción de una Cooperación Fiscal Internacional Inclusiva y Efectiva 
en Naciones Unidas. Con dicha propuesta de Resolución se pretendía adoptar 
los Términos de Referencia que habían sido discutidos y aprobados como 
borrador por el Comité a lo largo de 2024.  
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La propuesta contenía 4 párrafos preambulares (PPs) y 13 operativos (OPs). En 
la misma se decidía la adopción de los Términos de Referencia y el 
establecimiento de un nuevo comité intergubernamental para la adopción de una 
convención marco de cooperación fiscal internacional y dos protocolos 
simultáneos, según los Términos de Referencia.  

Se incluían asimismo propuestas sobre los lugares y períodos de sesión del 
Comité intergubernamental de negociación de la convención marco (en adelante 
Comité negociador).  

La propuesta determinaba la constitución de una Mesa del Comité, con la misma 
composición que la del Comité constituido para redactar los Términos de 
Referencia (1 presidente, 18 vicepresidentes y un relator) y requería al Comité 
negociador completar su trabajo y someter el texto final de la convención y los 
dos protocolos tempranos a la Asamblea General para su consideración en la 
82ª sesión.   

Una vez negociada la propuesta por los Estados Miembros, los Términos de 
Referencia quedaron adoptados en la Asamblea General por Resolución 79/235 
“Promoción en las Naciones Unidas de la cooperación fiscal internacional 
inclusiva y eficaz en cuestiones de tributación”. Dicha Resolución decide, en 
consecuencia, la creación de un Comité fiscal intergubernamental en Naciones 
Unidas, con el mandato de elaborar entre 2025 y 2027 una convención marco de 
cooperación fiscal internacional y dos protocolos simultáneos, de acuerdo con 
los Términos de Referencia adoptados. La Resolución añadía (con respecto a la 
propuesta presentada por Nigeria en octubre) un párrafo en el que se 
determinaba que en la sesión organizativa del Comité negociador se decidiría 
sobre el proceso de toma de decisiones de este.  

Se debe tener en cuenta, en todo caso, que los Términos de Referencia no son 
aún el convenio en sí, sino una hoja de ruta para su futura negociación. Incluyen 
los principios generales, objetivos y el alcance temático de la futura convención 
marco.  
 
3. LOS TÉRMINOS DE REFERENCIA DE LA CONVENCIÓN MARCO.  

Entre los elementos clave de los Términos de Referencia de la convención 
marco, que habían sido discutidos por el Comité y finalmente aprobados por la 
Resolución 79/235 a que hemos hecho referencia, hay que destacar los 
siguientes:  

3.1. ELEMENTOS ESTRUCTURALES DEL CONVENIO 

PREAMBULO  

Recoge las Resoluciones de la Asamblea General 78/230 y otras como la 77/244 
de Promoción de una cooperación fiscal internacional inclusiva y efectiva en 
Naciones Unidas, de 2022; la 70/1 de 2015, de Agenda 2030 de desarrollo 
sostenible y la 69/313 de 2015, de Agenda de Acción Addis Ababa de la Tercera 
Conferencia Internacional sobre la Financiación para el desarrollo.  

OBJETIVOS  

El párrafo 7 de los Términos de Referencia establece que la convención marco 
debe incluir claramente sus objetivos, debiendo:  
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- Establecer una cooperación fiscal internacional completamente inclusiva 
y efectiva en términos de sustancia y proceso  

- Establecer un sistema de gobernanza para la cooperación fiscal 
internacional que responda también a los retos del futuro  

- Establecer un sistema internacional fiscal inclusivo, justo, transparente, 
eficiente, equitativo y efectivo con el objetivo de garantizar la legitimidad, certeza, 
resiliencia, y justicia de las reglas de fiscalidad internacional, a la vez que hacer 
frente a los retos que presenta la movilización de recursos domésticos.  

PRINCIPIOS 

El párrafo 8 señala que la convención marco debe incluir una declaración clara 
de los principios que guían la consecución de los objetivos anteriormente 
señalados. Se señalan en el párrafo 9 los principios de universalidad de enfoque 
y ámbito, soberanía fiscal, respeto al derecho internacional en materia de 
derechos humanos, perspectiva holística (comercial, social y medioambiental), 
de contribución al desarrollo sostenible asegurando distribución justa de 
derechos de gravamen, simplicidad de las normas y facilidad de su 
administración, certeza o seguridad jurídica, y transparencia y responsabilidad 
de los contribuyentes.  

COMPROMISOS  

El párrafo 10 dispone que la convención marco debería incluir compromisos para 
alcanzar los objetivos señalados y que los compromisos deberían ser los de 
distribución justa de derechos de gravamen, incluyendo la tributación equitativa 
de las multinacionales; resolver los problemas de evasión y elusión de los 
individuos de alta riqueza neta, asegurando su efectiva tributación; el logro del 
desarrollo sostenible en sus tres dimensiones (económico, social y 
medioambiental); asistencia mutua administrativa en materia fiscal, incluyendo 
transparencia e Intercambio de información; resolver los retos de los flujos 
financieros ilícitos relacionados con tributación y la prevención y resolución 
efectivas de disputas tributarias.  

DESARROLLO DE CAPACIDADES 

Los párrafos 11 y 12 van dirigidos a que los procedimientos que se establezcan 
tengan en cuenta las diferentes necesidades, capacidades y prioridades, 
incluyendo mecanismos institucionales para apoyar a los Estados Miembros en 
esta materia.  

OTROS ELEMENTOS  

El párrafo 13 se centra en que la convención marco debería incluir también, entre 
otros, elementos como las definiciones, la relación con otros acuerdos, su 
revisión y verificación, el intercambio de información para su implementación, 
recursos financieros, Conferencia de las Partes, Secretariado y organismos 
subsidiarios, mecanismos de prevención y resolución de disputas y 
procedimientos de enmiendas de la convención marco y de adopción de 
protocolos, así como provisiones finales.  

3.2. PROTOCOLOS  

Los párrafos 14 a 17 se referían al desarrollo de protocolos que implementen la 
convención marco, señalando el párrafo 14 que, en todo caso, se trata de 
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instrumentos vinculantes firmados de forma separada, pero bajo el ámbito de 
esta. Cada parte puede decidir opcionalmente si es parte también de un 
determinado protocolo, siempre que estos se refieran a materia sustantiva fiscal.  

El párrafo 15 determinaba que se desarrollarán dos protocolos tempranos de 
forma simultánea a la convención marco. Uno de ellos irá dirigido a la tributación 
de las rentas derivadas de la provisión de servicios transfronterizos en una 
economía cada vez más digitalizada y globalizada.  

El párrafo 16 especificaba que el segundo protocolo temprano se decidiría en la 
sesión organizativa del Comité intergubernamental negociador de la convención 
marco de entre cuatro temas señalados, como se referirá posteriormente.  

El párrafo 17 contiene una lista abierta de otros protocolos que podrían ser 
considerados en el futuro, tales como cooperación fiscal en materia 
medioambiental, intercambio de información, asistencia administrativa y 
prácticas fiscales perjudiciales.  

Además, los Términos de Referencia incluían un calendario para la negociación, 
determinando que la convención marco fuera elaborada por un Comité 
intergubernamental de negociación, que se debería reunir en 2025, 2026 y 2027. 
El trabajo realizado (convención marco y los dos protocolos tempranos) será 
considerado por la Asamblea General en el primer trimestre de su sesión 82ª 
(que comienza en septiembre de 2027). (párrafo 18). Por otra parte, se 
determinaba la constitución de una mesa, de 20 miembros, con un presidente, 
18 vicepresidentes y un relator, con una equitativa representación geográfica 
(párrafo 19).  

Los Términos de Referencia añaden asimismo que, a lo largo de su trabajo, el 
Comité negociador tendrá en cuenta el trabajo realizado por otros foros 
relevantes, las sinergias potenciales y los instrumentos existentes y 
complementariedades disponibles en las múltiples instituciones dedicadas a la 
cooperación fiscal en los ámbitos internacional, regional y local (párrafo 22). 
 

4. LOS PROTOCOLOS DE LA CONVENCIÓN MARCO. 

En la Resolución de la Asamblea General 78/230, sobre la base del Informe del 
Secretario General, anteriormente mencionado, se opta por elaborar una 
convención marco, proponiendo que se considere la posibilidad de desarrollar 
simultáneamente protocolos tempranos sobre cuestiones prioritarias 
específicas. Aquí se vuelve a mencionar entre las cuestiones prioritarias las 
medidas contra los flujos financieros ilícitos relacionados con los impuestos y 
además se añade la tributación de los ingresos derivados de la prestación de 
servicios transfronterizos, como posibles aspectos a ser desarrollados por los 
protocolos que sean elaborados junto con la propia convención marco.  

Posteriormente, en la Resolución 79/235, se decide establecer un Comité 
intergubernamental de negociación para redactar simultáneamente la 
convención marco de las Naciones Unidas sobre Cooperación Internacional en 
Cuestiones de Tributación y dos protocolos tempranos.  

Los Términos de Referencia dedican su apartado III a los Protocolos. Los define 
como instrumentos para la aplicación o elaboración de la convención marco 
jurídicamente vinculantes por separado en el ámbito de esta. Asimismo, se 
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aclara que toda parte en la convención marco debería poder ser o no parte en 
un protocolo sobre cualquier cuestión fiscal sustantiva, ya sea en el momento de 
hacerse parte de esta o posteriormente. Es decir, de acuerdo con lo que se 
establece en los Términos de Referencia, para poder ser parte de un protocolo 
previamente será necesario participar en la convención marco, pudiendo 
posteriormente cada Estado miembro optar o no por su ratificación. 

En los Términos de Referencia ya se define que uno de los protocolos tempranos 
debería abordar la tributación de los ingresos derivados de la presentación de 
servicios transfronterizos en una economía cada vez más digitalizada y 
globalizada. 

En cuanto al segundo protocolo temprano, se pospone la decisión de su objeto 
al periodo de sesiones de organización del Comité intergubernamental de 
negociación, si bien establece que su contenido debería de seleccionarse entre 
una de las siguientes esferas que se consideran como prioritarias: 

a) Tributación en la economía digitalizada. 

b) Medidas contra los flujos financieros ilícitos relacionados con los impuestos. 

c) Prevención y solución de las controversias tributarias. 

d) Lucha contra la evasión y la elusión fiscales por parte de las personas con 
grandes patrimonios y la garantía de su imposición efectiva en los Estados 
Miembros pertinentes.  

Como veremos más adelante, la opción elegida por el comité intergubernamental 
de negociación ha sido la prevención y solución de las controversias tributarias.  

Por lo tanto, los aspectos que han de ser desarrollados en dos protocolos cuya 
negociación se lleve a cabo juntamente con la convención marco son:  

1. Tributación de los ingresos derivados de la presentación de servicios 
transfronterizos en una economía cada vez más digitalizada y globalizada. 

2. Prevención y solución de las controversias tributarias. 

Además, los Términos de Referencia sugieren otros temas que podrían ser 
considerados en el futuro, para ser objeto de desarrollo en otros protocolos, una 
vez aprobada la convención marco: 

a)  La cooperación fiscal en asuntos ambientales  

b)  El intercambio de información con fines fiscales  

c)  La colaboración administrativa en materia tributaria  

d)  Prácticas fiscales perjudiciales 
 

5. COMITÉ INTERGUBERNAMENTAL PARA LA NEGOCIACIÓN DE LA 
CONVENCIÓN MARCO 

La Resolución aprobada por la Asamblea General el 24 de diciembre de 2024, - 
Resolución 79/235. Promoción en las Naciones Unidas de la cooperación 
Internacional inclusiva y eficaz en cuestiones de tributación (en adelante 
Resolución), adoptó los Términos de Referencia para una convención marco de 
las Naciones Unidas sobre Cooperación Internacional en Cuestiones de 
Tributación (en adelante Convención Marco). Asimismo, decidió establecer un 
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Comité intergubernamental de negociación de composición abierta, dirigido por 
los Estados Miembros, con el fin de redactar simultáneamente la Convención 
Marco y dos protocolos tempranos.  

De acuerdo con lo expresado en la Resolución, el Comité negociador se reunirá 
en los años 2025 a 2027, al menos en tres periodos de sesiones sustantivos al 
año, en Nueva York y otros emplazamientos, mencionando expresamente 
Nairobi. Los periodos de reunión no podrán superar los diez días laborales, si 
bien prevé que puedan convocarse periodos de sesiones adicionales, en el caso 
en que así resulte necesario. Estos periodos de sesiones son de carácter 
presencial y en ellos participan tanto los Estados Miembros como representantes 
de la sociedad civil.  

La sesión organizativa del Comité negociador se celebró en Nueva York entre 
los días 3 a 6 de febrero de 2025, cuyos objetivos eran, de conformidad con lo 
expresado en la Resolución, tratar y finalizar cuestiones de organización, 
incluidas las normas de toma de decisiones, y adoptar una decisión sobre el tema 
del segundo protocolo temprano, de entre los señalados como prioritarios en los 
Términos de Referencia.  

Un aspecto relevante que se recoge en la Resolución respecto del trabajo a llevar 
a cabo por el Comité negociador es que tome en consideración la labor de otros 
foros e instituciones implicadas en la cooperación en cuestiones de tributación a 
nivel internacional, regional y local.  

Tanto el aspecto de la toma de decisiones como la compatibilidad de los trabajos 
de la ONU con otros foros internacionales, especialmente respecto de los 
avances desarrollados en cooperación internacional en el ámbito de la OCDE, 
han sido dos elementos claves en las posiciones que en las reuniones han 
mantenido los Estados Miembros de la Unión Europea, en el entendido que 
ambos aspectos son cruciales para que tanto la Convención Marco como los 
protocolos que se aprueben puedan resultar compatibles con el actual marco 
fiscal internacional.  

Tanto la Convención Marco como los dos protocolos tempranos, de acuerdo con 
lo acordado por la Asamblea General, han de ser finalizados para que esta lo 
examine en el primer trimestre de su octogésimo segundo periodo de sesiones, 
en el año 2027. Es decir, que se encarga que el Comité negociador tenga 
preparada la redacción de estos instrumentos para su aprobación a finales de 
dicho ejercicio.  

La resolución prevé que el Comité negociador cuente, como órgano de impulso 
y apoyo con una Mesa compuesta por veinte miembros: una Presidencia, 18 
Vicepresidencias y una Relatoría.   

5.1. PERIODO DE SESIONES DE ORGANIZACIÓN 

El periodo de sesiones, conforme se establecía en la Resolución, tuvo lugar en 
la Sede de Nueva York de Naciones Unidas del 3 al 6 de febrero de 2025, durante 
el cual se celebraron siete sesiones. Fue presidido con carácter de presidenta 
provisional la Directora de la Oficina de Financiación para el Desarrollo 
Sostenible del Departamento de Asuntos Económicos y Sociales, Dª Shari 
Spiegel.  
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En la primera sesión, el Comité negociador eligió, por aclamación, a su 
presidente, D. Ramy M. Youssef, quien ya fue presidente del Comité que se 
encargó de la redacción de los Términos de Referencia de la Convención Marco. 
Además, se eligió al resto de los miembros de la Mesa, configurada finalmente 
por 17 vicepresidentes y una relatora, nombramiento este que recayó en la 
representante de Chile. Los componentes de la Mesa son seleccionados de 
forma proporcionada entre los cinco grupos regionales en los que se agrupan los 
Estados Miembros de las Naciones Unidas. Asimismo, durante esta sesión se 
aprobó el programa de trabajo para las sesiones del Comité negociador, sin 
perjuicio de que el mismo pueda ser objeto de revisión durante las sesiones en 
considerarse necesario.  

En relación con la participación de organizaciones internacionales, la sociedad 
civil y otras partes interesadas, el Comité negociador invitó a participar en sus 
trabajos a las organizaciones intergubernamentales y otras entidades que tienen 
la condición de observadoras ante la Asamblea General, así como a las 
organizaciones no gubernamentales que tienen carácter consultivo ante el 
Consejo Económico y Social, asimismo con el carácter de observadoras, en este 
caso. Además, se prevé que al comienzo de cada sesión se decida sobre 
cualquier nueva solicitud presentada por otras organizaciones internacionales y 
se solicita a la Presidencia que elabore una lista de representantes de entidades 
representativas de la sociedad civil y otras partes interesadas pertinentes para 
que puedan participar en el Comité negociador. Es decir, que éste nace con la 
intención de poder recoger todos los intereses, tanto los de los Estados 
Miembros, como los de los representantes de la sociedad civil.  

El aspecto relativo al proceso de toma de decisiones ha sido un elemento que 
fue objeto de discusión por parte de los Estados miembros tanto en la sesión 
inicial de este Comité negociador, como en las sesiones del Comité   encargado 
de la elaboración de los Términos de Referencia. Por parte de los Estados 
Miembros de la Unión Europea, el que las decisiones fuesen adoptadas por 
consenso ha sido una prioridad en todo el proceso. Durante la sesión 
organizativa, la Presidencia presentó un proyecto de decisión, el cual fue objeto 
de discusión y de diversas propuestas de enmienda por parte de diversos grupos 
de países que, o bien fueron retiradas, o fueron rechazadas en votación. 
Finalmente, en la última sesión se aprobó por consenso, sin someterlo a 
votación, un proyecto de decisión sobre la “Adopción de decisiones sobre 
cuestiones de fondo”, que literalmente establece lo siguiente:  

“El Comité Intergubernamental de Negociación sobre la Convención Marco de 
las Naciones Unidas sobre Cooperación Internacional en Cuestiones de 
Tributación:  

a) Decide que agotará todas las vías de buena fe para alcanzar el consenso 
sobre todas las cuestiones de fondo, teniendo en cuenta al mismo tiempo el 
calendario disponible para las negociaciones;  

b) Decide que, cuando la Presidencia, por recomendación de la Mesa, lo informe 
de que se han agotado todas las vías para alcanzar un consenso, las decisiones 
sobre cuestiones de fondo relativas a un protocolo se adoptarán por una mayoría 
de dos tercios de los miembros presentes y votantes;  

c) Recuerda el artículo 161 del Reglamento de la Asamblea General;  
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d) Decide que, en el caso de que se plantee si se trata de una cuestión de fondo, 
el Comité decidirá al respecto por mayoría de los miembros presentes y 
votantes.”  

Por lo tanto, se establece la regla del consenso como forma preferente para 
adoptar las decisiones sobre cuestiones de carácter sustancial, si bien en el caso 
de que no sea posible obtener el mismo se prevé que las decisiones sobre estos 
asuntos sean adoptadas por mayoría de dos tercios.  

El artículo 161 del Reglamento de la Asamblea General al que se refiere la 
decisión establece la posibilidad de que la Asamblea General pueda establecer 
los órganos subsidiarios que estime necesarios para el desempeño de sus 
funciones, como es el caso de este Comité negociador, aplicándose a los mismos 
los artículos relativos al procedimiento de las Comisiones de la Asamblea. Esta 
remisión supone que para aquellas decisiones que no versen sobre cuestiones 
de fondo resultará de aplicación lo previsto en el artículo 125 del Reglamento de 
la Asamblea General según el cual las decisiones se tomarán por mayoría de los 
miembros presentes y votantes.  

Por último, en la sesión organizativa se decidió que el tema del segundo 
protocolo temprano será la “Prevención y solución de controversias tributarias”. 

5.2. HOJA DE RUTA Y MÉTODOS DE TRABAJO 

El Comité negociador tiene el encargo de elaborar la Convención Marco de las 
Naciones Unidas sobre Cooperación Internacional en Materia Tributaria, de 
acuerdo con el contenido de los Términos de Referencia aprobados en la 
Resolución anteriormente mencionada, así como dos protocolos simultáneos. De 
acuerdo con el mandato de la Resolución el texto del borrador de la Convención 
Marco y de los dos protocolos iniciales deberá ser presentado a la Asamblea 
General de las Naciones Unidas para su consideración en el primer trimestre de 
su 82.º período de sesiones, en la segunda mitad de 2027. 

El “enfoque de protocolo marco” y los Términos de Referencia constituyen la 
base del plan de trabajo del Comité negociador. En la reunión informal celebrada 
el 28 de marzo de 2025, se presentó un documento elaborado conjuntamente 
por el Presidente y la Mesa del Comité negociador en el que se contiene una 
hoja de ruta inicial, incluyendo los plazos previstos, las entidades responsables, 
las acciones a desarrollar y los documentos a elaborar a lo largo del desarrollo 
de los trabajos.  

De acuerdo con dicho documento el Comité negociador se reunirá en Plenario 
en tres sesiones por año durante 2025, 2026 y 2027, durante las cuales se 
adoptarán las decisiones de carácter formal. No obstante, la Resolución 79/235, 
prevé la posibilidad de que el presidente del Comité pueda convocar consultas 
informales entre sesiones, cuando así lo considere necesario.  

El procedimiento para la elaboración de los tres instrumentos jurídicos (la 
Convención Marco y los dos protocolos iniciales) se ha organizado en tres líneas 
de trabajo (workstreams), una por cada instrumento jurídico. Cada línea de 
trabajo está presidida por uno o dos colíderes, que tienen la responsabilidad de 
elaborar el plan de trabajo para cada uno de los instrumentos, así como la 
identificación de las tareas necesarias, el orden en que se llevarán a cabo, los 
hitos importantes y los plazos para alcanzar cada hito. En estos planes de trabajo 
se establecerán unas directrices en las que constarán los temas a abordar. Así 
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mismo, la hoja de ruta prevé la posibilidad de crear grupos de trabajo adicionales 
dentro de cada una de las líneas de trabajo. 

Si bien el documento presentado prevé que cada línea de trabajo sea liderada 
por dos personas, una perteneciente a un país en desarrollo y otra a un país 
desarrollado, solamente se ha cumplido dicha estructura en el caso de la línea 
de trabajo III, que tiene por objeto el desarrollo del protocolo temprano segundo.  

Durante el desarrollo de los trabajos es responsabilidad de los colíderes 
mantener informado al Presidente sobre cualquier área conflictiva que surja en 
su línea de trabajo y que pudiera requerir una atención adicional para asegurar 
la finalización de los trabajos dentro del tiempo disponible. 

En todo momento la Mesa del Comité negociador estará informada de los 
avances de cada una de las líneas de trabajo.    

La participación en las líneas de trabajo ha sido abierta a todos los Estados 
Miembros, de modo que todos ellos tengan la oportunidad de contribuir al 
desarrollo de las propuestas que se presentarán al Comité negociador. A tal 
efecto se alentó a los Estados Miembros a nombrar personas dedicadas con la 
experiencia pertinente.  

Al objeto de desarrollar los trabajos de desarrollo se prevé que la Secretaría de 
las Naciones Unidas preste tanto apoyo sustantivo, a través del Departamento 
de Asuntos Económicos y Sociales (DAES), como apoyo técnico, mediante el 
Departamento de la Asamblea General y de Gestión de Conferencia. A tal efecto, 
el DAES proporcionará un equipo especializado de expertos dedicado a cada 
una de las líneas de trabajo.  

En el caso de la Convención Marco, el desarrollo de la propuesta cuenta con una 
línea clara basada en los Términos de Referencia aprobados en la Resolución 
de la Asamblea General. En el caso de los otros dos instrumentos, el trabajo 
sustantivo requerirá una actividad inicial de alcance para desarrollar propuestas 
sobre el ámbito de aplicación del protocolo. 

5.3. Directrices para el trabajo entre sesiones 

Los trabajos de los distintos grupos se rigen conforme a los requisitos 
establecidos  en las Directrices elaboradas por el Presidente del Comité 
negociador en cooperación con la Mesa del Comité que recogen el marco común 
de los procedimientos para la elaboración de la Convención Marco y de los dos 
protocolos tempranos, basado en un mecanismo informal para llevar a cabo el 
trabajo de análisis de posibles enfoques, celebración de discusiones 
preliminares y desarrollo de un enfoque común de las tres líneas de trabajo.  

A tal objeto se determina con carácter previo la obligación de los colideres de las 
diferentes líneas de trabajo de elaborar un plan de trabajo para cada una de ellas 
de modo que permita completar las tareas dentro del tiempo disponible. A tal 
efecto se establecerá un calendario de reuniones para cada línea de trabajo, las 
cuales con carácter general se llevan a cabo de forma virtual. Para apoyar los 
trabajos, el Secretariado presta el apoyo logístico necesario para organizar las 
reuniones y distribuir los documentos.  

En las directrices se prevé que los colíderes proporcionen al Presidente y a la 
Mesa informes periódicos (al menos quincenales) sobre el progreso de la línea 
de trabajo. Además, deberán mantenerle informado sobre cualquier cuestión 
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conflictiva que surja en su línea y que pudiera requerir una atención adicional, 
con suficiente antelación respecto al plazo establecido para el hito 
correspondiente.  

Es responsabilidad del Presidente convocar reuniones con algunos o todos los 
colíderes de las líneas de trabajo para garantizar la coherencia y el avance de 
los trabajos interdependientes. 

Las directrices establecen que cada plan de trabajo debe:  

a)  definir el alcance del instrumento jurídico correspondiente a fin de evitar 
duplicidades. 

b)  identificar cada uno de los productos necesarios para alcanzar los objetivos, 
especificando el formato de cada producto. 

c)  establecer el orden en que se llevarán a cabo las tareas, lo que exigirá 
identificar desde el principio las interrelaciones y dependencias entre las 
líneas de trabajo.  

d)  definir hitos y los plazos propuestos para su consecución. 

e)  asignar, en su caso, tareas a los grupos de trabajo que puedan ser creados 
en cada línea de trabajo, que serán dirigidos por colíderes pertenecientes a 
países desarrollas y en desarrollo. A su vez estos grupos deberán definir un 
plan de trabajo.  

 

6. CUARTA CONFERENCIA INTERNACIONAL SOBRE LA FINANCIACIÓN 
PARA EL DESARROLLO 

El 22 de diciembre de 2023, los Estados Miembros de la ONU decidieron, 
mediante la resolución 78/231 de la Asamblea General, convocar en 2025, la 
Cuarta Conferencia Internacional sobre la Financiación para el Desarrollo con, 
entre otros fines, el de evaluar los progresos realizados en la aplicación del 
Consenso de Monterrey, la Declaración de Doha y la Agenda de Acción de Addis 
Abeba, determinando los obstáculos y las dificultades encontrados en el 
cumplimiento de las metas y objetivos convenidos en ellos, así como las 
acciones e iniciativas necesarias para superar esas dificultades, y abordar las 
cuestiones nuevas e incipientes, incluso en el contexto de la necesidad urgente 
de acelerar la implementación de la Agenda 2030 y el logro de los Objetivos de 
Desarrollo Sostenible y apoyar la reforma de la arquitectura financiera 
internacional;  

En dicha Resolución se acepta el ofrecimiento del Gobierno de España para 
albergar la Cuarta Conferencia Internacional sobre la Financiación para el 
Desarrollo, que se celebrará en Sevilla, del 30 de junio al 3 de julio de 2025.  

Para respaldar la preparación sustantiva de la Conferencia se invita a los 
Estados Miembros, así como a otras partes interesadas, a presentar 
aportaciones sustantivas, que servirán de base para la elaboración de un 
borrador del documento final de la Conferencia. 

Al objeto de asegurar que los países dispongan de los recursos necesarios, que 
estos se recauden y utilicen de forma transparente y que dichos recursos se 
encuentren alineados con el desarrollo sostenible se recogen en el primer 
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borrador de documento2, entre otros aspectos, los siguientes elementos de 
carácter tributario:  

1. Fortalecer los sistemas tributarios garantizando la transparencia y rendición 
de cuentas en la gestión de las finanzas públicas. 

2. Alinear los sistemas fiscales con el desarrollo sostenible mediante los 
siguientes compromisos: 

a) Mejorar la transparencia y del control en la gestión de los gastos fiscales. 

  Colocar en línea los presupuestos con el desarrollo sostenible. 

b) Ampliar la base tributaria para integrar el sector informal, incluyendo el 
aprovechamiento de la tecnología y la innovación, la inversión en 
infraestructura pública digital, la reducción de los costes de cumplimiento 
y la oferta de incentivos adecuados. 

c) Garantizar la progresividad y la eficiencia de los sistemas fiscales para 
abordar la desigualdad y aumentar los ingresos, incluyendo impulsar y 
reforzar los sistemas tributarios y la tributación de las personas con altos 
patrimonios. 

d) Desarrollar una tributación eficaz de los recursos naturales como 
instrumento de optimización de los ingresos nacionales.  

e) Incluir un enfoque de género en materia de impuestos y presupuestos. 

f) Incorporar consideraciones climáticas y medioambientales en la 
planificación fiscal. 

g) Mejorar la eficiencia del sistema de subvenciones, eliminando 
progresivamente las correspondientes a combustibles fósiles que no 
aborden la pobreza energética. 

h) Desarrollar estrategias de financiación de pisos de protección social. 

3. Apoyar el desarrollo de capacidades, incrementando el respaldo a los países 
en desarrollo que demanden acciones en materia de fortalecimiento 
institucional, tecnológico y de capacidades humanas. En este apartado se 
hace referencia a aspectos como la digitalización de las administraciones 
tributarias, la inversión en sistemas de tecnologías de la información, la 
mejora de los datos y estadísticas, de modo que se incremente la ratio de 
ingresos fiscales respecto del producto interior bruto. 

4. Reforzar las administraciones regionales mediante el fortalecimiento de sus 
capacidades técnicas, sus recursos humanos y la diversificación de sus 
fuentes de información.  

5. Fortalecer la cooperación fiscal internacional, garantizando que las normas 
fiscales internacionales respondan a las diversas necesidades de todos los 
países especialmente los países en desarrollo. En este apartado se recogen 
los siguientes elementos: 

 
2 Véase: https://financing.desa.un.org/sites/default/files/ffd4- 
documents/2025/FFD4%20Outcome%20First%20Draft.pdf 
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a) Garantizar que la cooperación fiscal internacional sea plenamente 
inclusiva y beneficiosa para todos. 

b) Apoyar y participar en las negociaciones sobre una Convención Marco 
de las Naciones Unidas sobre Cooperación Fiscal Internacional y sus 
protocolos. 

c) Garantizar que todas las empresas, incluidas las multinacionales, 
paguen impuestos en los países donde se realiza la actividad económica 
y se crea valor. 

d) Promover una cooperación y un diálogo inclusivos entre las autoridades 
fiscales nacionales sobre cuestiones fiscales internacionales. 

e) Mejorar la transparencia fiscal, apoyando a los países en desarrollo en 
la implementación de normas. 

f) Mejorar la transparencia sobre la titularidad real mediante la 
implementación de registros nacionales eficaces con información 
estandarizada y de alta calidad, y trabajar hacia el establecimiento de un 
registro global de titularidad real. 

g) Proporcionar asistencia técnica y programas de desarrollo de 
capacidades a demanda de los países en desarrollo. 

h) Instar que el Marco Inclusivo sobre la Erosión de Bases y el Traslado de 
Beneficios (BEPS) de la OCDE/G20, proporcione apoyo técnico 
específico a las jurisdicciones interesadas en la implementación del Pilar 
2. 

i) Desarrollar el estudio de impuestos innovadores para movilizar recursos 
destinados al desarrollo sostenible, incluyendo gravámenes de 
solidaridad global, invitando a los países a su aplicación de forma 
voluntaria.  

Este borrador de documento probablemente sufrirá cambios a lo largo de los 
trabajos de la Conferencia y posteriormente durante su celebración antes de dar 
paso al documento final que recoja las conclusiones de la Conferencia.  

En conclusión, la implicación de Naciones Unidas en la cooperación fiscal 
internacional es creciente. Se ha tratado de recoger en este capítulo el desarrollo 
de los trabajos desde la primera Resolución de la Asamblea General relativa a la 
materia, en 2022, pero se debe destacar que, en todo caso, es un proceso 
inacabado, como ha quedado patente a lo largo del mismo.  
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